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Bogotá, D.C., 

Doctor 
MAURICIO CÁRDENAS SANTAMARÍA 
Ministro de Hacienda y Crédito Público 
Carrera 8 No. 6 - 64 
Ciudad 

Doctor 
NEMESIO ROYS GARZÓN 
Director - Departamento para la Prosperidad Social 
Carrera 7 No 32-12 Local 216 
Ciudad 

Doctor 
LUIS FERNANDO MEJÍA ALZATE 
Director - Departamento Nacional de Planeación 
Calle 26 No. 13 19 
Ciudad 

Respetados doctores: 

Asunto: Observaciones al Proyecto de Decreto "por medio del cual se modifican algunas 
disposiciones del Decreto 1084 de 2015 Único reglamentario del Sector de 
Inclusión Social, respecto a la medida de indemnización individual por vía 
administrativa, y se regulan otras disposiciones complementarias" 

Respetados doctores: 

La Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo y la Contraloría General 
de la República, como entidades integrantes de las Comisiones de Seguimiento y 
Monitoreo a la Implementación de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras y los 
Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 de 2011, a continuación presentamos las observaciones 
al Proyecto de Decreto que modifica el procedimiento y los montos para acceder a la 
medida de indemnización administrativa, en el marco del proceso de reparación integral al 
que tienen derecho las víctimas del conflicto armado, de conformidad con la Ley 1448 y 
los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 de 2011. 

En primer lugar, quisiéramos resaltar el reconocimiento que hace el gobierno a las 
limitaciones institucionales y financieras para la atención de las víctimas. Sin embargo, es 
importante para los órganos de control que se definan claramente los aspectos 
relacionados con el componente financiero de la política pública de medida de 
indemnización y la capacidad administrativa de la UARIV a efectos de responder a la 
demanda de solicitudes de indemnización, particularmente en el agendamiento de citas 
de acuerdo al procedimiento propuesto en el proyecto de decreto. Ello con fundamento en 
los puntos que se exponen a continuación: 
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1. Garantía del derecho a la participación efectiva de víctimas 

Reiterando la solicitud realizada a la UARIV el 10 de enero de 2018, se considera 
necesario convocar a una sesión extraordinaria de la Mesa Nacional de Participación 
Efectiva de Víctimas con el fin de socializar el proyecto de reglamentación, el cual 
contiene cambios sustanciales en el procedimiento, mecanismos, montos y criterios de 
priorización para el acceso a la medida de indemnización. 

Como antecedente se tiene que en la memoria justificativa del Proyecto de Decreto, 
publicada por el DPS el 3 de enero del presente año, se afirma: "Adicionalmente, el 
contenido del presente proyecto de decreto fue socializado con representantes de la 
nueva Mesa Nacional de Víctimas, el día 11 de diciembre de 2017. Como resultado de 
este ejercicio, se recibió una propuesta por escrito". 

Frente a esta afirmacion, se tiene que en la mencionada sesión de la Mesa Nacional de 
Participación Efectiva de Víctimas, la UARIV expuso los argumentos para la modificación 
del procedimiento de indemnización, más no se dio a conocer el contenido del proyecto 
de Decreto. Posteriormente, el DPS realizó la publicación del texto en la página web y la 
UARIV afirma que el mismo fue enviado a todas las Mesas de Participación. En todo 
caso, en la sesión del 11 de diciembre no se presentó lo referente a la reducción de los 
montos o información del modelo de priorización que fundamenta la tasación de las 
indemnizaciones. Igualmente, no se tiene noticia que la Mesa haya enviado a la UARIV 
propuesta sobre lo presentado o al Proyecto de Decreto. 

Lo anterior desvirtúa lo afirmado en el punto 7 titulado "Consulta y publicidad" de la 
memoria justificativa y hace pertinente la solicitud de los órganos de control, la cual busca 
la aplicación del artículo 2.1.2.1.13 del Decreto 1609 de 2015 y los artículos 4, 192 y 193 
de la Ley 1448 de 2011. 

2. Tasación de las indemnizaciones administrativas 

El artículo 2.2.12.1.6 del Proyecto de Decreto, determina los montos de la indemnización 
en SMML para cada hecho victimizante de acuerdo a la intensidad del mismo. Para los 
órganos de control no son claros los criterios a usar para determinar la intensidad del 
hecho victimizante. En casos como el desplazamiento, el uso de las quintas partes de 
manera generalizada, o en el caso del secuestro el suponer la correlación entre la 
intensidad y el tiempo, pueden ser causa de amplias discusiones que pueden complejizar 
la implementación de esta medida reparadora. 

En términos generales, es importante que la tasación de los montos responda a criterios 
sólidos y ampliamente conocidos y aceptados que permitan en un momento dado a la 
UARIV justificar de manera objetiva dicha tasación. 

A efecto de dar alcance al mandato de la Corte Constitucional de reglamentar el 
procedimiento para que las víctimas del conflicto armado obtengan su indemnización 
administrativa, en el Proyecto de Decreto se propone un conjunto de nuevos elementos, 
entre ellos: 
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• En el proyecto se modulan los montos. Por ejemplo, en secuestro la liquidación se 
otorgará entre 4 SMML ($3'124.968) y 40 SMML ($31'249.680) dependiendo del 
tiempo de duración del secuestro'. 

Una situación similar sucede con el desplazamiento forzado, pues el monto de la 
indemnización administrativa, en este caso, se distribuirá de acuerdo con el 
número de víctimas que conformen el hogar y sufrieron directamente el hecho. Si 
un hogar tiene 5 personas o menos se le entrega a cada uno de ellos una quinta 
parte de los 17 SMML ($2'656.222) o de los 27 SMML ($4.218.707). 

• El otro elemento se asocia a la base de liquidación de la indemnización 
administrativa para cada uno de los reconocimientos, la cual será el SMML 
vigentes a la fecha de expedición del Decreto actualizado por el IPC, esto 
representa una diferencia importante para las víctimas a medida que se le liquide 
más allá de la fecha de expedición. Al realizar un ejercicio de comparación entre la 
liquidación de una indemnización de 40 SMML en el año 2011 con una en el año 
2017 actualizado por el IPC, se tiene una diferencia de $2.256.219 respecto a si la 
misma se hubiese liquidado al SMML de 2017. 

Resulta preocupante establecer un monto mínimo correspondiente a 4 SMML 
($3'124.968) para los hechos victimizantes de: lesiones que causen y no causen 
incapacidad permanente, tortura o tratos inhumanos y degradantes, secuestro, accidente 
sufrido con mina antipersonal (MAP), munición explosiva sin explotar (MUSE), o Artefacto 
Explosivo Improvisado (AEI); teniendo en cuenta los tiempos y procedimientos que las 
víctimas deben surtir. Esto implicaría que una persona podría estar recibiendo 4 SMML, 
más el valor del IPC en un período que se puede extender durante décadas, cifra que 
como medida reparadora resultaría irrisoria. 

Por lo anterior, se sugiere analizar la posibilidad de aumentar los montos mínimos de 
liquidación para los hechos victimizantes mencionados. Adicionalmente, se solicita que en 
la tasación de los montos, se tenga en cuenta lo dispuesto por Decretos Ley en el tema 
de indemnización individual, de manera que se aplique en enfoque diferencial. 

3. Procedimiento para acceder a la medida de indemnización 

La Corte Constitucional ordenó mediante Auto 206 del 2017, reglamentar el procedimiento 
que deben agotar las víctimas del conflicto armado para la obtención de la indemnización 
administrativa, con criterios puntuales y objetivos, que tengan en cuenta requisitos 
mínimos antes de que se proceda con la entrega efectiva de la indemnización. 
Adicionalmente, solicitó que "el Gobierno fije reglas de juego claras y transparentes 
acerca de las condiciones de modo y tiempo bajo las cuales las personas desplazadas 
van a recibir la indemnización administrativa". 

De conformidad con los artículos 2.2.12.2.4 al 2.2.12.2.13 del Proyecto de Decreto, el 
procedimiento inicia cuando la víctima solicita una cita ante la UARIV, para que se le 
indique si tiene el derecho o no de recibir la indemnización. 

1  En el Artículo 2.2.12.1.6. Montos de la Indemnización Administrativa se señala: "2. Por secuestro, desde cuatro (4) 
Salarios Mínimos Mensuales Legales y hasta cuarenta (40) Salarios Mínimos Mensuales Legales, según el tiempo de 
duración del secuestro". 
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Una vez otorgada la cita, la víctima deberá aportar toda la documentación que le sea 
solicitada (conforme a reglamentación que será expedida con posterioridad), para 
acreditar la calidad de destinatario de la indemnización. Este procedimiento conlleva una 
carga adicional para la víctima teniendo en cuenta que en algunos territorios apartados 
del país, no se cuenta con acceso telefónico y/o a internet para solicitar la cita. Esto 
implicaría que la víctima debería desplazarse hasta el punto más cercano de la UARIV 
solamente a solicitar la cita, situación que se podría agravar por su condición de 
vulnerabilidad, más aún si se tiene en cuenta que las comunidades y pueblos étnicos en 
Colombia, usualmente se encuentran alejados de los cascos urbanos. 

Adicionalmente, se deben reunir los documentos requeridos (registros civiles, registros de 
defunción, entre otros), lo que deriva en un costo adicional, y en algunos casos, traslados 
para obtener dichos documentos. Lo anterior resulta agravante teniendo en cuenta que 
algunas víctimas al momento de hacer su declaración aportan la documentación 
respectiva y posteriormente en la cita deberán volverla a aportar. Cabe resaltar que la Ley 
Anti-trámites2, y el Decreto Anti-trámites 019 de 2012, se prohíbe a las diferentes 
entidades requerir documentos que reposan en la misma entidad y se propende porque el 
acceso a los servicios se realice de manera ágil y efectiva, con el fin de generar ahorros 
en costos y tiempo, y evitar exigencias injustificadas a los colombianos. Por lo tanto, es 
importante, que de ser posible, se haga una revisión de los documentos que han sido 
allegados previamente por las víctimas a la UARIV, con el fin de que al momento del 
agendamiento se informe de manera específica los documentos pendientes. 

Es recomendable que la UARIV, en virtud del principio constitucional de la colaboración 
armónica establezca mecanismos de intercambio de información con otras entidades 
públicas en donde repose la información requerida con el fin de hacer menos gravosa la 
situación de las víctimas solicitantes. 

Por otra parte, cabe señalar que en el Proyecto de Decreto no son claros los tiempos en 
que se prevén asignar y llevar a cabo el agendamiento de todas las citas. Tampoco hay 
claridad si después de la vigencia de la Ley 1448 de 2011 se continuará con este 
procedimiento para quienes al registro con posterioridad a la vigencia de la citada norma. 
De igual manera, se sugiere que en los territorios más apartados, se coordine con el 
Ministerio Público el agendamiento de las citas con el fin de agilizar este procedimiento. 
Asi mismo, es necesario que la UARIV de a conocer la estrategia a desplegar en el 
territorio para el agendamiento. 

Finalmente, se hace un llamado a que se revise la redacción del artículo 2.2.12.2.13 que 
se refiere al régimen de transición, dado que no es claro a qué se hace referencia con la 
expresión al "momento de la documentación". Se sugiere ser más específicos con el 
momento exacto en el que se considera cerrado el caso. 

4. Criterios de priorización 

Frente a los criterios para priorizar el pago de la indemnización se tienen dos rutas: la 
extraordinaria y la ordinaria. La primera es para las víctimas que se encuentren en 
extrema urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad. (Artículo 2.2.12.2.2.), y la segunda 

2  Ley 962 de 2005. 
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para las demás víctimas que se encuentren por fuera de esta situación. Uno de los 
criterios que determinan si una persona está incluida dentro de la ruta extraordinaria es la 
edad, cuando es igual o superior a 80 años al momento de realizar la solicitud. Teniendo 
en cuenta que la indemnización tiene como fin compensar económicamente a las víctimas 
por los hechos sufridos y contribuir a la transformación de su proyecto de vida, para los 
órganos de control, esta edad además de que no responde a ningún criterio válido que lo 
justifique, es inferior a la expectativa de vida en Colombia definida por el DANE3. 

Recomendamos ajustar la edad para considerar a la víctima en estado de extrema 
urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, y se sugiere que esta sea más cercana a la 
expectativa de vida en Colombia. 

Adicional a lo anterior, en el artículo 2.2.12.1.5 se indica que se creará un método técnico 
de focalización y priorización, para determinar el orden de entrega progresiva de la 
indemnización, para aquellas víctimas que ingresarán en la ruta ordinaria. Este método no 
ha sido dado a conocer, por lo tanto no se tienen claros los factores (variables), valores de 
calificación y los pesos de los mismos en la ecuación a aplicar. Por ejemplo: no es claro 
como la pertenencia a una comunidad étnica influye en la focalización y priorización para 
el acceso a la indemnización. Se recomienda que dicho método sea definido en el marco 
del Proyecto de Decreto para que exista mayor certeza jurídica. 

5. Análisis financiero de la política pública de indemnización administrativa 

Ha sido una preocupación para la Comisiones de Seguimiento y Monitoreo de la Ley 
1448/11 y los Decretos-Ley el nivel de desfinanciamiento que presenta la política de 
indemnización administrativa y los rezagos existentes en su reconocimiento; situación que 
se puede ver acentuada si tiene en cuenta que a la fecha el Registro Único de Víctimas 
(RUV) continúa abierto. 

Debe tenerse presente que de acuerdo a los cálculos presentados por la CSMLV en el 
Informe al Congreso de la República de 2017 y a la Corte Constitucional en el mes de 
octubre de 2015, el costo de las indemnizaciones por desplazamiento forzado entre 2016 
y 2021 ascendería a la suma de $26 billones y, que a la fecha del citado informe, cerca 
del 93% de las víctimas aún no habían accedido a este derecho. Así mismo, se determinó 
que entre 2009 y 2016 se habían pagado 615.560 indemnizaciones a 580.415 víctimas 
cuyo costo, a precios de 2016, ascendió a $4.3 billones. 

El Proyecto de Decreto, si bien plantea alternativas (en aplicación de los principios de 
progresividad y gradualidad) que pueden generar ahorros de $13.9 billones según 
cálculos del DPS4; el tiempo estimado para indemnizar a las 2.557.531 víctimas (Cuadro) 

3  "Con respecto a la esperanza de vida al nacer, este indicador ha venido presentando un incremento a través del tiempo, siendo mayor 
la ganancia para las mujeres que para los hombres. En el período 1985 a 2005 la esperanza de vida al nacer aumentó 4,3 años para los 
hombres y 4.8 para las mujeres, lo que implica una ganancia media anual de 0.22 y 0.24 años para hombres y mujeres respectivamente. 
Entre 2005 y 2020 se estima que este indicador se incrementará de 72.6 a 76.2 años para ambos sexos,  lo que equivale a una 
ganancia 	media 	anual 	de 	0.18 	años". 	DANE. 	Proyecciones 	de 	población 	2005-2020. 	En 
https://www.da  ne.gov. co/files/i nvestigaciones/po b la cion/proyepobl a06_20/8Ta blasvid a 19852020.pdf 
4 

En la memoria justificativa del Decreto de indemnizaciones, se señala que "La estimación del pago de indemnización 
administrativa con modulación y ajuste de acuerdo con el IPC, tal como se propone en el Decreto, arrojó como resultado un 
costo total de $26,3 billones de pesos de 2017. Sin dicha modulación, la estimación de los recursos para pagar la medida 
sería de $40,2 billones de pesos de 2017". Cabe señalar que dichos valores difieren a los presentados por el Gobierno 
nacional en respuesta a la orden tercera del Auto 373 de 2016. 
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es de 36 años, de acuerdo con cálculos realizados por la Contraloría General de la 
República y teniendo presente el ritmo de las actuales asignaciones presupuestales. Este 
número de años supera el tiempo de vigencia de la Ley, así como los "6 años adicionales 
a los inicialmente contemplados"5  para el cumplimiento de las obligaciones de las Leyes 
387 de 1997 y 1448 de 2011. 

Cuadro. Posibles casos a Indemnizar 

Universo de Víctimas Hogares / Casos 

Desplazamiento (Hogares) (27 SMLMV} 938.507 

Desplazamiento (Hogares) (17 SMLMV) 1.095.377 

Homicidio (Casos)• 163.587 

Desaparición (Casos)• 26.574 

Otros Hechos 144.039 

Total Septiembre 2017 2.368.084 

Proyección incremento RUV 8% 189.447 

Total proyección 2021 2.557.531 

Fuente: UARIV- Presentación órganos de control 

En este orden de ideas, el Proyecto de Decreto no da una respuesta clara y precisa a la 
orden emitida por la Corte Constitucional en el Auto 206 del 2017, con la cual se busca 
reglamentar el procedimiento para la efectiva liquidación de la indemnización 
administrativa. Finalmente, conforme al procedimiento que se propone, las víctimas que 
tienen derecho a la indemnización no tendrán claro el momento en el que serán 
indemnizadas. 

Cor ialmente, 

ELE A AMBR SI TURBAY 
Procuradora Delegada para la Paz y la Protección de los Derechos de las Víctimas 

.á.,..........,,r I  
SE MARI BALCÁZAR CASTILLO 

D fensor Del gado parad k. ntación y Asesoría a Víctimas 

ANDEZ 
a el P 	icte de la Contr orla General de la República 

octora YOLANDA PINTO, Directora , 	 a Atención y la Reparación Integral a las Víctimas, Calle 16 No. 
9-64. Ciudad. 
Doctora CLAUDIA ISABEL GONZALEZ SANCHEZ, Jefe Oficina Jurídica, Presidencia de la República, Carrera 8 No 7-25, 
Ciudad 

'Sala de Seguimiento a la Sentencia T 025 de 2004. Corte Constitucional. Auto 206 de 2017. 
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